Bases para una Dogmática Penal Específica para NNyA
Alejandro Javier Osio
Resumen.

En el presente aporte trataremos de esbozar algunas ideas críticas en torno al Derecho Penal que consideramos histórica y conceptualmente adultocéntrico, y de ese modo avanzar en la necesidad de construir una dogmática penal específica para niñas, niños y adolescentes. Una vez allí trataremos de esbozar las bases sobre las cuales entendemos que debería construirse, los ejes principales impuestos por el Corpus Iuris Internacional relativo a la niñez y adolescencia, los caracteres estructurales del Derecho Penal que denominaremos Específico para NNyA, y el impacto sobre los distintos aspectos de la teoría del delito, de la teoría de la pena o de la responsabilidad punitiva y también en la interdisciplinariedad con otros saberes como el Derecho Procesal Penal por ejemplo.
Se trata de una pequeña porción de lo que será una tesis doctoral, que actualmente se encuentra en desarrollo. Por supuesto que por cuestiones de extensión no podremos avanzar en profundidad en todos esos aspectos, por lo cual sólo enunciaremos algunos fundamentos y cuestiones principales, para tratar de demostrar la necesidad de la investigación y sistematicidad de lo que pretendemos sea una dogmática penal específica para niñas, niños y adolescentes debido a su onticidad particular como personas humanas con autonomía progresiva que nunca han sido eje central de conceptualización, investigación, normatividad y casuística en el Derecho Penal desde sus inicios y hasta hoy.
Abstract.

In this contribution we will try to outline some critical ideas about Criminal Law that we consider historically and conceptually adult-centered, and thus advance the need to build a specific criminal dogmatic for children and adolescents. Once there, we will try to outline the bases on which we understand that it should be built, the main axes imposed by the International Corpus Juris on childhood and adolescence, the structural characteristics of Criminal Law that we will call Specific for Children and Adolescents, and the impact on the different aspects of the theory of crime, of the theory of punishment or of punitive responsibility and also in the interdisciplinarity with other knowledge such as Criminal Procedural Law for example.
This is a small portion of what will be a doctoral thesis, which is currently in development. Of course, for reasons of extension we will not be able to advance in depth in all these aspects, for which we will only enunciate some fundamentals and main questions, to try to demonstrate the need for investigation and systematicity of what we intend to be a specific criminal dogmatic for children and adolescents due to their particular onticity as human persons with progressive autonomy who have never been the central axis of conceptualization, research, normativity and casuistry in Criminal Law since its inception and until today.
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Introducción.

En primer lugar diremos que la necesidad de una dogmática penal juvenil específica surge sustancialmente de dos fuentes principales –aunque no únicas-, por un lado una fuente material consistente en el respeto por la ontología del ser humano, y por otro lado en una fuente formal como es el ordenamiento jurídico que se ha desarrollado a lo largo de casi 100 años en los ámbitos internacional y nacionales, y refiero esto último en plural porque los sistemas de Control Social y el Derecho Penal Juvenil trasciende las fronteras territoriales y comprende a todas las infancias del mundo, hayan signado o no la CIDN (de los 196 miembros de la ONU sólo resta Estados Unidos firmarla, luego de que en 2015 la firmaran Somalia y Sudán) y otros instrumentos internacionales, pues todos tienen en alguna medida –más o menos- conformadas conceptual, normativa e institucionalmente un derecho penal específico –en más o en menos- aplicables a Niñas, Niños y Adolescentes (NNyA).
Aunque no profundizaremos en ello, sepamos que hablar de derechos del niño es algo nuevo en términos de historicidad. Quien utilizó por primera vez la voz “Derechos del niño” fue Thomas Spence en 1796, y también sepamos que si bien la historia moderna de las infancias es la historia de la educación -como decía P. Ariés- (Stearns, Peter Historia de la Infancia, en línea https://iacapap.org/content/uploads/J.9-Historia-Infancia-Spanish-2018.pdf, consultado el 01/08/2020), en América Latina puede estudiarse además desde el ámbito del control socio-penal (García Méndez infancia ¿para dónde van sus derechos? 1ra ed., Buenos Aires, Didot, 2017, pp. 51 y ss), pero su implantación jurídica es reciente en términos históricos de la humanidad, pues comenzó en el Siglo XX con los Convenios de la OIT sobre edad mínima para trabajos industriales, trabajo nocturno y de mujeres antes y después del parto del 13/6/1921, teniendo como referencia a la Declaración de Ginebra de 1924 sobre la base de la redacción de Eglantyne Jebb quien había fundado la "Save The Children Fund” en 1919.
Desarrollo.

Ahora bien, ingresando a la cuestión penal, la genealogía e historicidad del Derecho Penal es más antigua que el derecho de la niñez, y ha sido desde sus inicios adultocéntrica. Toda la teoría penal está cimentada histórica y conceptualmente sobre, para y desde el ser humano adulto (a esto lo denominaremos adultocentrismo penal) y si fuéramos más allá, también podríamos decir que ha sido patriarcal (a esto lo denominaremos patriarcalismo penal),  pues se ha pensado en-por-para-desde el hombre y no en-por-para-desde las mujeres y mucho menos en-por-para-desde diversidades no binarias. Y podríamos seguir definiendo con más precisiones la historia penal en relación a subjetividades no centrales, pero dejaremos allí para no desvirtuar el enfoque. 

Lo cierto es que en la delimitación histórica de las estructuras, conceptos, principios y límites establecidas/os en el derecho penal, nunca niñas, niños y adolescentes (en adelante NNyA) fueron sujetas/os centrales de consideración.
Ahora bien, el sujeto “persona NNyA” no sólo que ha recibido invisibilidad –primero- y periferia –luego- en la historia penal sino que lo relevante es destacar que el Derecho Penal no ha relevado que se trata de un ser ontológicamente distinto al sujeto “persona adulta” que ocupó siempre la centralidad. Por supuesto que no estoy afirmando que NNyA no sean personas humanas, lo que digo es que dentro del género persona humana, NNyA se trata de un sujeto ontológicamente (en el sentido Cossiano de onticidad –ver Cossio, Carlos La racionalidad del ente: lo óntico y lo ontológico, en línea http://carloscossio.com.ar/wp-content/uploads/2013/03/1980_ontico_ontologico.pdf, consultado el 10/07/20) distinto que la persona humana adulta, pues esta se regula subjetivamente por su autonomía determinada, mientras que la/el NNyA se regula por una autonomía progresiva (de acuerdo a la psicología evolutiva –Ariés- (citado por Stearns, ibíd.) o del desarrollo –Berger y Feldman- (citadas por Delgado Losada, María Luisa Psicología del Desarrollo, en línea http://www.herrerobooks.com/pdf/pan/9788498352535.pdf, consultado el 25/07/20). Esa progresividad avanza desde estadios de dependencia absoluta al nacer, cada vez menor en la primera infancia, hacia espacios temporales de menor autonomía, pasando por estadios de autonomía relativa hasta acercarse a la autonomía plena y finalmente conseguirla; y es precisamente en las etapas de infancia y adolescencia en que las personas nos encontramos en los momentos de conformación de nuestra personalidad, incluso la adolescencia por algunos es considerada como de transición entre la infancia y la adultez, por lo cual la sensibilidad a los estímulos es de mayor impacto que en las otras etapas y las dinámicas conductuales son muy específicas es cada una de las etapas, y todas distintas a la personalidad adulta (aunque claro, hablamos en términos generales, pues las individualidades pueden guardar singularidades que se aparten de los cánones generales). 
Sin profundizar demasiado en ello, sólo con relevar ese conocimiento no jurídico que implica una referencia ontológica ineludible, se torna útil la recuperación de un viejo concepto de Hans Welzel cuando hablaba de lo óntico-ontológico, de las estructuras lógico-reales o lógico-objetivas que el Derecho como estructura formal no podía modificar al incorporar el concepto sustantivo de Acción (o conducta), pues esos datos de la realidad le preceden al derecho y son impuestos por la realidad, por lo que no puede ni desconocerlos ni modificarlos (Zaffaroni, Eugenio R.; Alagia, Alejandro; Slokar, Alejandro Manual de Derecho Penal Parte General, 2da ed., 2da reimpr., Buenos Aires, Ediar, 2006, pp. 333). En suma ello implica el respeto por la realidad tal cual es, límite primero a la habilitación de poder punitivo.
Ahora bien, en función de esa ontología diferente del sujeto NNyA en tanto objeto de conocimiento e intervención del Derecho Penal, entendemos que una primera implicancia debe ser contar con el relevamiento de algunos aspectos específicos que irradien su análisis:
· Una historicidad humana y jurídica propia (que en muchos aspectos ha sido construida);
· Un complejo normativo históricamente diferenciado (que ha tenido avances en algunos supuestos como la ultra actividad de la ley penal por ejemplo);
· Un complejo conceptual propio (que presenta avances significativos en las últimas décadas); y
· Un complejo institucional propio (que históricamente aparece diferenciado desde fines del s/XIX y que siempre se verá en desarrollo conforme al principio de progresividad)
Autonomía
Por tales razones y otras de mayor complejidad en las que por cuestión de extensión no podemos profundizar, es necesario revisar toda la dogmática penal (Sistema Penal, Teoría del Derecho Penal, Teoría del Delito, Teoría de la Responsabilidad Punitiva, y en su Interdisciplinariedad con otros saberes, fundamentalmente las estructuras del Derecho Procesal Penal Específico y de la Política Criminal Juvenil) y usar las bases para redefinir y/o sistematizar la existente y/o construir una nueva que implique al menos 6 pilares:
· La construcción conceptual de una dogmática sistematizada que se adecúe al sujeto con autonomía progresiva especialmente en la etapa de conformación de su personalidad (autonomía objetiva);
· La incorporación de los principios del Derecho Penal Humano especializado en el corpus iuris de NNyA para el diseño de normativa específica general y especial (autonomía formal o normativa);
· La construcción de categorías conceptuales propias que la independice del Derecho Penal adultocéntrico (autonomía epistemológica o conceptual);
· La construcción de institucionalidad propia que la independice (autonomía material u orgánica);
· La formación especializada para la doctrina, jurisprudencia y efectoras/es de todo el sistema que permita construir, sistematizar y aplicar el derecho específico (autonomía subjetiva);
· La interdisciplinariedad con otros saberes y su re significación, especialmente de aquéllos especializados, principalmente el Derecho Procesal Penal y sus principios y garantías (autonomía consecuente o derivada)
Esta última servirá asimismo de base para el Derecho Procesal Penal Específico para NNyA.
¿Qué significa que sea específico? 

Para avanzar en lo que consideramos específico, podemos decir que todo el derecho penal aplicable a NNyA sea específico implicará por lo menos 3 cuestiones: 

· En primer lugar, redefinir sus cimientos y romper con el paradigma adultocéntrico. Es decir, poner en sospecha y revisión a todo el Derecho Penal heredado, incluso el especial; 
· En segundo lugar centrar la estructura sobre los principios de Interés Superior del Niño y Derecho al Mejor Derecho; y 
· En tercer lugar, reconfigurar sus caracteres estructurales y que pueda ser autónomo epistemológica, formal, material, objetiva y subjetivamente, además de normativo.

Y una vez en ese pedestal sistematizar lo existente y sentar las bases para la construcción de conocimiento, normativa y andamiaje exclusivo, sistemático, especializado y situado. Veamos.

Deconstruir el Paradigma Adultocéntrico 

(Y construir uno más igualitario y menos dicotómico)
El adultocentrismo ha significado e implica aún una relación asimétrica de poder entre personas adultas y NNyA, que ha generado y genera relaciones de dominio que es necesario deconstruir para que estos últimos se posiciones con una mayor centralidad.  Este concepto lo tomamos de Duarte Quapper y a su tesis doctoral remitimos para su profundización (Duarte Quapper, Claudio El adultocentrismo como paradigma y sistema de dominio…, en línea https://ddd.uab.cat/pub/tesis/2016/hdl_10803_377434/cdq1de1.pdf, pp. 309 y ss, consultado el 24/06/20). Jurídicamente la deconstrucción del adultocentrismo como paradigma, implica la revisión de todas las disciplinas y sus construcciones a fin de verificar patrones, estereotipos y conceptos adultocentristas a fin de su remoción y construcción de bases más igualitarias, que en definitiva coadyuven al posicionamiento de NNyA como verdaderos sujetos de derecho (como manda la CDN y su comité desde siempre).
En el ámbito penal ese proceso constructivo de la infancia ha generado en diferentes períodos distinta asimilación teorética, desde la inicial invisibilización, pasando por la asociación con la incapacidad de delito, incapacidad psíquica para la comprensión de la criminalidad, asociación con inculpabilidad por falta de autodeterminación, y hasta las más modernas construcciones sobre la culpabilidad disminuida (ver fallo “Maldonado” de la CSJN y “Mendoza y otros vs Argentina” de la CoIDH por ejemplo). 
En fin nunca el sujeto NNyA ha sido eje como sujeto político-penal con carácter central junto a las personas adultas, sino que la construcción simbólica de NNyA debió siempre encajar en algunas de las categorías adultocéntricas disponibles (ver Duarte Quapper, Claudio ibíd., pp. 88, 160, 288, 309, 399, 417) y eso es necesario que sea superado (ver UNICEF, Superando el adultocentrismo, en línea https://www.yumpu.com/es/document/read/36645660/superando-el-adultocentrismo-4, consultado el 17/07/20, donde se destacan las tensiones entre el control de adultos -control social- frente a la autonomía progresiva de NNyA) y en el campo jurídico también por supuesto es necesario incluir la concepción de NNyA como presente –realidad diferente- y no como mera transición o proyecto de adulto (tomando la idea de Morales, Santiago y Magistris, Gabriela Niñez en Movimiento, Del adultocentrismo a la emancipación, 1ra ed., Buenos Aires, Chirimbote, 2018).
Efectivizar el Interés Superior del Niño
Como sabemos el interés superior del niño no es sólo un concepto mediante el cual se exige la efectividad de la mayor cantidad de derechos posibles de manera simultánea en cada situación en que se encuentren NNyA y deba ser intervenida mediante alguna agencia estatal u otro organismo, sino que su naturaleza jurídica implica considerarlo de acuerdo a -y en el marco de- la CDN (Art. 3) como un derecho sustantivo, un principio estructurante y una garantía que asegure su efectividad (OG 14 Comité CDN).

En ese marco el interés superior del niño (art. 3.1 Convención de los Derechos del Niño) debe ser el eje rector para toda persona que construya conocimiento derivado del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, con especial asiento en la CDN y que debiera guiar la valoración ante cualquier efecto del campo jurídico sobre infancias y adolescencias. Como enseña Cillero Bruñol en su artículo paradigmático en la materia (Cillero Bruñol El interés superior del niño en el marco de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, en línea http://www.iin.oea.org/IIN/cad/Participacion/pdf/el_interes_superior.pdf, consultado el 20/05/20), en el sentido de principio general que ordena la priorización de cualquier derecho humano de NNyA frente a cualquier otro derecho o interés personal o estatal.

El autor citado en el artículo referido realiza algunas aseveraciones que desarrollan el pensamiento de la línea teórica en que planteamos esta parte del trabajo, de la siguiente manera:

"5. El interés superior del niño como "principio garantista". La Convención contiene "principios" -que a falta de otro nombre, denominaré "estructurantes"- entre los que destacan: el de no discriminación (art.2), de efectividad (art.4), de autonomía y participación (arts.5 y 12), y de protección (art 3). Estos principios -como señala Dworkin- son proposiciones que describen derechos: igualdad, protección efectiva, autonomía, libertad de expresión, etc., cuyo cumplimiento es una exigencia de la justicia9. Los principios, en el marco de un sistema jurídico basado en el reconocimiento de derechos, puede decirse que son derechos que permiten ejercer otros derechos y resolver conflictos entre derechos igualmente reconocidos… En conclusión, es posible señalar que la disposición del artículo tercero de la Convención constituye un "principio" que obliga a diversas autoridades e, incluso, a instituciones privadas a estimar el "interés superior del niño" como una consideración primordial para el ejercicio de sus atribuciones, no porque el interés del niño sea un interés considerado socialmente como valioso, o por cualquier otra concepción del bienestar social o de la bondad, sino que, y en la medida que, los niños tienen derechos que deben ser respetados, o dicho de otro modo, que los niños tienen derecho a que antes de tomar una medida respecto de ellos se adopten aquellas que promuevan y protejan sus derechos y no las que los conculquen… En este punto es posible afirmar que lo que aquí provisionalmente denominamos "principio", siguiendo a Dworkin, podemos también denominarlo, en el caso específico del interés superior del niño en la Convención, como "garantía", entendida ésta última "como vínculos normativos idóneos para asegurar efectividad a los derechos subjetivos"10 . Ensayando una síntesis podríamos decir que el interés superior del niño en el marco de la Convención es un principio jurídico garantista." (Cillero Bruñol, ibíd., pp. 7-8)
Es central y transversal a todo el campo jurídico entonces que al interés superior del niño se lo considere como principio estructurante y garantía que obliga al análisis que describe el autor particularizando en el derecho o conjunto de derechos humanos específicos que lo conforman y le dan contenido a ese interés, para ponerlo en juego en cada caso en concreto cuando de NNyA se trate. Es decir, que el interés superior del niño no debe aparecer en las consideraciones como una vara de medición vacía de contenido, sino como un principio estructurante que en cada caso concreto debe ser llenado por el derecho o los derechos en juego.

Pero además, es necesario ingresar en el análisis también la concreta satisfacción integral y simultánea de los derechos en ciernes. Veamos que Cillero Bruñol lo explica con claridad en el mismo artículo citado:


"6. ¿Qué es el interés superior del niño?: la satisfacción de sus derechos. Desde el reconocimiento explícito de un catálogo de derechos, se superan las expresiones programáticas del "interés superior del niño" y es posible afirmar que el interés superior del niño es la plena satisfacción de sus derechos. El contenido del principio son los propios derechos; interés y derechos, en este caso, se identifican. Todo "interés superior" pasa a estar mediado por referirse estrictamente a lo "declarado derecho"; por su parte, sólo lo que es considerado derecho puede ser "interés superior". Antes de la Convención, la falta de un catálogo de derechos del niño hacía que la noción de "interés superior" pareciera remitir a algo que estaba más allá del derecho, una especie de interés colectivo o particular que pudiera imponerse a las soluciones estrictamente de "derecho". Es cierto que, en ausencia de normas que reconozcan derechos y ante la precariedad del status jurídico de la infancia, una norma que remitiera al "interés superior del niño" podía orientar positivamente, aunque sólo fuera ocasionalmente, decisiones que de otro modo quedarían entregadas a la más absoluta discrecionalidad. Sin embargo, una vez reconocido un amplio catálogo de derechos de los niños no es posible seguir sosteniendo una noción vaga del interés superior del niño… Un mecanismo eficaz para fortalecer el principio de primacía de los derechos y evitar que se produzcan interpretaciones que entiendan el artículo tercero de la Convención como una mera orientación que ampliaría las facultades discrecionales, es consagrar una precisa definición del interés superior del niño como la satisfacción de sus derechos en todas las legislaciones nacionales que pretendan otorgarle efectividad y exigibilidad a los derechos consagrados a la Convención." (Cillero Bruñol, ibíd., pp. 8-9)
Véase que, arribar a consideraciones que prescindan de considerar al interés superior del niño en los sentidos indicados y para la satisfacción integral y simultánea de los derechos de NNyA conduciría a generar conocimientos, normativas y prácticas incompatibles con los mandatos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos específicamente aplicable a las infancias y adolescencias, lo cual implicaría incompatibilidad legal vertical y llevaría a interpretaciones, normativas, jurisprudencia o prácticas anti convencionales, y de allí la necesidad de verificar si el contenido de lo que denominamos Derecho Penal General es compatible con el interés superior del niño para tomarlo desde el Derecho Penal que denominamos Específico para NNyA o crear nuevas bases si no lo es, o redefinirlo si la incompatibilidad no es de base sino de aristas modificables.

Garantizar el Derecho al Mejor Derecho 

Diremos como primera medida que el Derecho al Mejor Derecho más allá de las normas estipuladas para todas las personas humanas en distintos tratados e interpretaciones de organismos internacionales, cuya profundización excedería el marco del presente, en materia de niñez tiene un reconocimiento expreso como principio general en el artículo 41 de la CDN del siguiente modo: 
“Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones que sean más conducentes a la realización de los derechos del niño y que puedan estar recogidas en:

a) El derecho de un Estado Parte; o

b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado.”.
Deriva entonces tanto de la aplicación directa de la CDN como de una interpretación integrada del Derecho Interno de un Estado Parte (en nuestro caso Argentina) y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (tratados, convenciones, pactos, reglas, directrices, observaciones, opiniones, informes, jurisprudencia, etc. de todos los organismos dispuestos por los sistemas universal e interamericano).
Como sostiene Juliano “El concepto del derecho al mejor derecho parte de una concepción igualitarista que considera que las legislaciones locales no pueden restringir derechos y garantías consagrados por el derecho internacional de los derechos humanos y que, por ende, los ciudadanos amparados por los tratados que los receptan tienen el derecho de reclamar la aplicación de legislación extraña a su propia jurisdicción territorial , que contemple de un modo más amplio y generoso la efectivización de sus derechos y garantías… La tesis del derecho al mejor derecho se refuerza con el contenido del artículo 2 de la Convención Americana , que obliga a los Estados a adoptar disposiciones de derecho interno tendientes a efectivizar los derechos y libertades garantizados por la Convención. Una arquitectura jurídica de esta índole implica que la efectivización de los derechos y las libertades debe ser tamizada con los principios de progresividad y pro hómine, que necesariamente informan a derecho internacional de los derechos humanos. Es decir, los derechos y las libertades no son conceptos pétreos, sino que, muy por el contrario, se encuentran sometidos a permanentes avances y transformaciones….La globalización que caracteriza a la modernidad tardía, o posmodernidad, que vivimos, también atraviesa al mundo jurídico. El viejo modelo del Estado nacional ha tenido que bajar sus fronteras, para admitir formas asociativas (Mercosur, Unión Europea), que se encuentran en pleno desarrollo y que, se supone, deberían permitir afrontar los desafíos de un mundo nuevo y complejo. La resignificación de los Estados necesariamente traerá aparejado el cuestionamiento de los desequilibrios en materia de derechos y garantías, que resultan inexplicables para ciudadanos que se encuentran amparados por los mismos tratados internacionales de derechos humanos. Una concepción de la aplicación del derecho internacional de los derechos humanos de esta naturaleza (la universalización de los derechos y las garantías) abre un abanico impresionante e impensado de consecuencias jurídicas que, por lo menos, merece ser reflexionado con detenimiento, en la búsqueda de la expansión de los derechos y las garantías, tan necesarias para la realización de los individuos, fundamentalmente de aquellos que se encuentran en situación de vulnerabilidad o que tienen menos posibilidades de ser oídos.” (Juliano, Mario A. El derecho al mejor derecho llegó a la Corte Suprema de Justicia, en línea http://www.pensamientopenal.com.ar/system/files/2013/07/doctrina36600.pdf, consultado el 09/05/2020)
En resumidas cuentas, y sin profundizar demasiado, podemos afirmar que de acuerdo a lo citado, sumado a los principios de la especialidad del derecho de la niñez, y en particular el Interés Superior con el alcance que le hemos dado, podemos afirmar que en cada caso en particular sea que se trate de un/a NNyA o un grupo o colectivo, resultarán de aplicación las disposiciones que sean más conducentes a la realización de los derechos de NNyA y a su efectividad de manera integral y simultánea.
Como puede notarse con esas solas referencias, estos dos últimos aspectos del Derecho Penal Específico para NNyA, la centralidad del Interés Superior del Niño y garantizar el acceso al Derecho al Mejor Derecho implican romper con las lógicas dicotómicas y pétreas del Derecho Penal adultocéntrico.

Caracteres estructurales del Derecho Penal Específico para NNyA.

Para avanzar en el análisis que nos hemos propuesto, indicaremos brevemente los aspectos centrales de la estructura del Derecho Penal Específico para NNyA, tratando de fortalecer la función central de la dogmática penal como construcción dirigida a limitar el poder punitivo (Binder, Alberto Introducción al Derecho Penal, 1ra.ed., Buenos Aires, Ad-Hoc, 2004, pp. 61).

Autónomo.

La autonomía a la que se aspira indica que tomando las bases epistemológicas y conceptuales del Derecho Penal, se puedan redefinir las que sea necesario tomar y crear las bases para las que deban introducirse como nuevas; o crearse lisa y llanamente las que sean necesarias; y de esa manera quede perfilado un ámbito de conocimientos que ya no requiera al Derecho Penal General para su evolución, sino que pueda cimentar, construir, evolucionar, crear, etcétera conocimientos-normativa-institucionalidad-subjetividad de manera autónoma, sin seguir siendo un apéndice de aquélla rama a modo de “penalito” o hermanito menor del Derecho Penal, como suele decir Martiniano Terragni en relación a este aspecto. 

Es decir que el Derecho Penal Específico para NNyA pueda ser autónomo normativamente (como en gran parte ya lo es), epistemológica o conceptualmente (eso está en construcción) y materialmente (como sostiene Peter-Alexis Albrecht desde hace tiempo en Alemania, ver El derecho penal de menores, traducción de Juan José Bustos Ramírez, Barcelona, PPV, 1990) pero también pueda serlo objetiva y subjetivamente.
Autonomía no es independencia
Ahora bien, claro está, que el Derecho Penal que denominamos Específico para NNyA pueda ser autónomo no quiere decir que sea independiente, puesto que no por Específico deja de ser Derecho y Penal, pero además los cientos de años de estudio y progreso (aunque a veces han sido regresiones, ver Zaffaroni-Alagia-Slokar, ibíd., pp. 225-250) con más los que se van produciendo en las distintas latitudes y momentos históricos del Derecho Penal, mucho tienen para poder aportar al derecho aplicable a las infancias y adolescencias, y no olvidemos tampoco que estamos pensando en una disciplina cuyo campo de intervención es el Sistema Penal, con todo su conjunto de agencias y dinámicas que a su vez implica normativa penal de fondo y otros muchos aspectos en común.

De modo didáctico, podríamos graficar lo que pretendemos decir en forma de árbol genealógico: 

El Derecho Internacional de los Derechos Humanos ha de ser la raíz, que contiene en su interior al Corpus Iuris Específico aplicable a las Infancias y Adolescencias y al Derecho Penal Humano; de tal entrecruzamiento se generarán los troncos Derecho Público y Derecho Privado; de los cuales surgirán ramas como el Derecho Penal –tanto el General como el Especial- y el Civil, Administrativo, etcétera. En esta ubicación es necesario agregar una nueva rama: el Derecho Penal Específico para NNyA como una de las ramas que si bien autónoma nunca independiente ni de sus troncos ni mucho menos de su raíz, de los cuales deberá nutrirse permanentemente, compartiendo por supuesto contenidos con las otras ramas pero sin perder especificidad. 

Y si bien no es materia de este trabajo, entiendo que otras ramas podrían conformarse en el entrecruzamiento del Derecho Específico aplicable a las infancias y Adolescencias y el Derecho Civil, o el Derecho Administrativo, o el Derecho del Trabajo y la Seguridad Social, etcétera por la transversalidad ontológica de las infancias y su recepción en el campo jurídico, que por imposición del Derecho Internacional de los Derechos Humanos ya no puede ser fragmentado en compartimentos estancos, por lo cual todas las ramas deberán utilizar conceptos comunes derivados de otras ramas, de los troncos y por supuesto de la raíz (efecto desfragmentador del DIDH sobre el derecho penal –Arballo, Gustavo Los tratados de derechos humanos como fundamento del derecho privado. Su vinculación con el dispositivo penal: nueve efectos concretos, en Zaffaroni, Eugenio R y Herrera, Marisa –dir.- El Código Civil y Comercial y su incidencia en el Derecho Penal, Buenos Aires, Hammurabi, 2016, pp.59-60).

Interdependencia

Ahora bien, es importante entender que debido a que todas las ramas comparten la raíz común del Derecho Específico aplicable a las Infancias y Adolescencias por pertenecer al Derecho Internacional de los Derechos Humanos y Constitucional, pero no todas las ramas comparten los mismos troncos, que son autónomos entre sí como también resultan autónomas entre sí las ramas, pero a la vez tanto troncos y ramas resultan interdependientes (pues comparten raíz) por ello deben guardar coherencia y compatibilidad tanto conceptual como normativa. Más allá de que cada rama pueda tener distintos valladares o estándares respecto de las diferentes conformaciones conceptuales en torno a cada especialidad conforme al sistema y fundamentos de responsabilidad con que cada rama cuenta. Por ejemplo no son iguales –ni deben serlo- los fundamentos de responsabilidad de las ramas civil y penal, ni tampoco comparten tronco, una es del Derecho Privado y otra del Derecho Público, pero ambas comparten la raíz mencionada; y por ejemplo no son –ni deben serlo los sistemas ni fundamentos de responsabilidad de las ramas Administrativa y Penal y sin embargo comparten tanto tronco –Derecho Público- como raíz –DIDH y CN-. 
Para ejemplificar de una manera más concreta, que en Argentina una persona de 13 años pueda decidir algunas cuestiones en función del cuidado al propio cuerpo no significa  necesariamente que deba ser criminalizada por algún acto ilícito, pero el concepto de persona con autonomía progresiva debe ser el mismo. En esos ámbitos, es necesario también profundizar estudios para lograr compatibilidad, aunque no ingresaremos en ello para no desvirtuar el objeto del presente trabajo.

Completo.

La completitud del Derecho Penal Específico para NNyA exige que tanto las bases epistemológicas como la conceptualización y demás caracteres de la producción disciplinar en este ámbito puedan cubrir todo el campo de actuación. Es decir, que se dote de bases y conceptualización de tal amplitud y adecuación a la especificidad que pueda cubrir todos los aspectos relativos a las infancias y adolescencias seleccionadas por la criminalización o susceptibles de ser abordadas por alguna de las agencias del sistema penal (Zaffaroni-Alagia-Slokar, ibíd., pp. 9 y ss)

Exclusivo.

En este aspecto diremos que lo necesario para lograr en torno a la exclusividad es que la construcción epistemológica si bien pueda ser común a la raíz y troncos antes señalados, la construcción conceptual, normativa, institucional, etcétera, aplicable de manera específica a las infancias y adolescencias implicadas en conflictos sociales penalizados (usando la terminología de Marcón, Osvaldo A. Justicia Juvenil: de las cicatrices de la Conquista a la imaginación no punitiva (en perspectivas postcoloniales), Buenos Aires, Espacio, 2017) u objeto de criminalización, sean exclusivamente aplicables a esta rama en particular. Es decir, que pueda construirse una masa de conocimiento que resulte adecuado con exclusividad a esa clase de conflictos, y con adecuado quiero significar que releve en su conformación todos los datos especiales que tanto las infancias y adolescencias aportan como los conflictos en los que participan las personas en estas etapas y las particulares respuestas que el ordenamiento jurídico les depara en la arista penal.

En este marco la especialidad impone salir de la lógica del castigo hacia la Responsabilidad y en lo procesal hacia métodos participativos de abordaje y resolución de conflictos que a su vez implique a la corresponsabilidad Estado-Comunidad-Familia-NNyA, lo que además surge de los mandatos convencionales (OG. 24 Comité CDN).
Sistemático.

En este punto tomamos las bases epistémicas del Derecho Penal General y conforme a ello, las exigencias en torno a un Derecho Penal Específico para NNyA con los caracteres que queremos delinear en el presente. Debe exigirse que siga una sistemática que torne metodológicamente adecuado tanto su estudio, como su explicitación, su comprensión y su aplicación, pero que también permita su evolución y efectividad. 

Para ello será necesario sentar sus principios y sistematizarlos, sentar sus conceptualizaciones centrales y sistematizarlas, y por último definir las garantías específicas y sistematizarlas, para que todo guarde coherencia, compatibilidad y armonía, las 3 reglas del método dogmático penal (Zaffaroni-Alagia-Slokar, ibíd., pp. 70) 

En ese marco se presentarán efectos específicos que repercutirán en la redefinición de la Teoría del Delito, en particular sobre los conceptos de Acción, Tipicidad, Antijuridicidad, Culpabilidad y Punibilidad. 
Actualmente algunos efectos cuentan con más desarrollo que otros, como por ejemplo la culpabilidad disminuida, pero algunos otros son incipientes y muchos quizá necesitan de mayor atención para su revisión. Sobre ello volveremos en un instante.

Especializado.

En torno a la especialidad que es necesaria para el Derecho Penal Específico para NNyA nos referimos a que la masa de conocimiento disciplinar en este ámbito debe ser especialmente construida en relación a las infancias y adolescencias, y a la especial protección de sus derechos que imponen los ordenamientos jurídicos con raíz en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y Constitucional.

En torno a ello tenemos precisiones que provienen precisamente de esa raíz pero sobre tales no podemos profundizar debido al marco propuesto para el presente aporte pero es sin dudas uno de los pilares de todo el corpus iuris internacional y nacional aplicable a la niñez la exigencia de especialidad en las intervenciones, en la normativa, en la institucionalidad en las personas intervinientes y en todo aspecto que haga a las políticas públicas y medidas de cualquier índole colectiva y/o individual cuando de NNyA se trata.
Para profundizar sobre ello puede acudirse al aporte de Jaime Couso que en su introducción ya se manifiesta en la misma línea que lo que aquí pretendemos: “A la luz de los conocimientos empíricos aportados por la psicología del desarrollo y la criminología, y de los principios de derecho internacional que exigen dar un tratamiento jurídico especial a los adolescentes en materia penal, distinto del que reciben los mayores de edad, el artículo identifica una serie de estándares de juzgamiento diferenciado que deberían ser tenidos en cuenta en la aplicación del derecho penal sustantivo por parte de los tribunales” (Couso, Jaime La Especialidad del Derecho Penal para Adolescentes. Fundamentos empíricos y normativos, y consecuencias para una aplicación diferenciada del Derecho Penal Sustantivo, en línea, http://www.rdpucv.cl/index.php/rderecho/article/view/815/757, consultado el 01/06/20), como así también podríamos remitir a muchos otros aportes sobre especialidad pero no vamos a introducirnos en ellos para valorar la brevedad.
Situado.

En torno a este último aspecto rescataremos el valor de la singularidad, esto es que las bases epistémicas, las conceptualizaciones, la normativa y todo lo atinente a las herramientas que en el campo jurídico se utilizan para el abordaje de la conflictiva social, debe ser necesariamente situada, y esto significa que deba tener en cuenta y consideración para la construcción y aplicación, los aspectos culturales, geográficos, etnográficos, sociológicos, etcétera que definen a las infancias y adolescencias en los distintos momentos históricos y en los distintos espacios territoriales, para respetar sus diversidades sin pretensión universal de las especificaciones. 
Claramente hay infancias y adolescencias diversas en tanto diversos son las personas y los lugares en que transcurren, no son iguales en Europa y Latinoamérica por ejemplo, tampoco más concretamente en Finlandia y Argentina. En el mismo continente latinoamericano las infancias y adolescencias tampoco son iguales en el cono sur y en el meridional, e incluso al interior de los países, como Argentina por ejemplo, no son iguales las infancias y adolescencias de pueblos originarios del Chaco Salteño que las de Puerto Madero en Buenos Aires… en fin.

Ahora bien, sin caer en una extrema relatividad que impida construir conceptos generales, esos datos no pueden pasar desapercibidos, pues de lo contrario se crearán conceptos hegemónicos no universalizables. Esos dato de la realidad, por el contrario permitirán definir conceptos generales pero continentes de la flexibilidad suficiente como para adecuarlos con mayor precisión y delinearlos más específicamente de modos más pertinentes a las infancias y adolescencias en sus ubicuidades asegurando sus singularidades. Ello implicará que las políticas públicas de NNyA, entre ellas la política criminal, respeten las diversidades y eviten la imposición hegemónica de un conjunto de bases, principios, conceptos, normas y garantías rígidas con pretensión universal –como las que históricamente hemos heredado en el Derecho Penal Sustantivo de Alemania fundamentalmente y que han sido euro centristas y europeizantes-.

Tal ubicuidad y situación de las construcciones disciplinares y sobre todo teniendo en cuenta que pueden resultar de proyectiva normativa, jurisprudencial, práctica, etcétera resulta necesario e imperioso en nuestra región latinoamericana frente a la histórica construcción europeizante, máxime en lo que al Derecho Penal se refiere. 

Para que se entienda, con lo dicho en este último aspecto pretendemos una redefinición desde-por-para nuestra América, y con ello nos referimos a una primera revisión profunda que implique construcciones desde lo regional y local, como han hecho Alejandro Alagia y Rodrigo Codino recientemente con la criminología por ejemplo (Alagia, Alejandro y Codino, Rodrigo La descolonización de la Criminología en América, 1ra.ed., Buenos Aires, Ediar, 2019). Hay muchos estudios etnográficos e investigaciones en este sentido en toda Latinoamérica sobre NNyA en relación al Sistema Penal, y pos supuesto también en Argentina que demuestran que esto se trata de una tarea ya iniciada pero que aún requiere de sistematización en el campo del derecho penal sustantivo.

Efectos en materia de Teoría del Delito

Para introducir lo que es materia de mi tesis doctoral, en este acápite incluiré más preguntas que respuestas y las estructuras que utilizaremos pueden profundizarse en Zaffaroni-Alagia-Slokar, ibíd.).
ACCIÓN: 
El denominado sustantivo del delito suele definirse como Hecho humano voluntario y final, concepto éste que cumple una doble función: política (de límite a la habilitación de poder punitivo) y vinculante (de los adjetivos que sobre él se predicarán). 
Adherimos conforme a ello a una concepción pre típica de acción que limite desde la realidad a las posibilidades de penalizar conductas, y consideramos que su base normativa es constitucional-convencional (Arts. 18 y 19CN, 11,2 DUDH, 9 CADH, 15 PIDCP y 40.2 CIDN). Entendemos que siempre es preferible que el concepto básico respete la realidad porque proporciona una base más segura para la comunidad frente al poder penal del Estado y para el propio Estado como límite a su irracionalidad.

En suma entonces, el concepto de acción es jurídico, limitado por la realidad, su base es constitucional y del derecho internacional, debe elaborarse para contener el poder punitivo y debe servir de base y vínculo a todas las estructuras típicas -activas, omisivas, dolosas y culposas-. 

La finalidad funciona como elemento reductor en este concepto de acción pero la voluntad ¿tiene el mismo contenido en la adultez que en la Niñez y Adolescencia? Claramente no, por lo cual habrá que formular distinciones en este aspecto, al menos en el sector de la Niñez y Adolescencia que se encuentre por encima de la Edad Mínima de Responsabilidad Penal y por debajo de la Mayoría de Edad legalmente dispuestas, que si bien en Argentina es un margen acotado de 2 años (entre 16 y 18), en otros países es de mucha mayor amplitud.
En torno a los supuestos de ausencia de acción por involuntabilidad y las fórmulas legales de Insuficiencia de las facultades, alteraciones morbosas y estado de inconsciencia ¿no necesitarán también ajustes? 
No comprender la criminalidad del acto e imposibilidad de dirigir las acciones por fuerza física irresistible interna o externa ¿podrán analizarse de igual manera en personas adultas que en NNyA? 
¿Sabemos cómo es todo esto en un sujeto en formación dentro de los límites de la capacidad penal de acción? Pensemos que hay países que penalizan desde edades muy tempranas (como Granada o Trinidad y Tobago a los 7 años).
¿Qué pueden aportar otras disciplinas como la psicología y las neurociencias a estas cuestiones por ejemplo?

TIPICIDAD: 
Conforme a la estructura que tomamos como base para el análisis problemático de este aspecto de la teoría del delito, podemos afirmar que la tipicidad implica la confirmación de un pragma conflictivo y lesivo los tipos penales pueden dividirse en activos y omisivos, dolosos y culposos, con estructura preterintencional, y en ellos es necesario analizar siempre aspectos objetivos y subjetivos, nada de lo cual desarrollaremos aquí por el enfoque que nos hemos planteado.
Ahora bien, dentro de la tipicidad objetiva sistemática están:

El Sujeto Activo con toda su fenomenalidad, y si partimos precisamente de una fenomenalidad distinta por la autonomía progresiva ¿ello no ha de tener ningún impacto aquí? Por ejemplo, personas en etapa de formación progresiva de sus autonomías que conforme a las capacidades individuales adquiridas en su breve edad desarrollan acciones que implican aumento de riesgos permitidos ¿tales acciones no forman parte de la personalidad adolescente? Aquí la psicología evolutiva o del desarrollo tiene mucho más para especificar que el derecho penal adultocéntrico, me parece.

La dominabilidad que en su segunda regla exige analizar el entrenamiento y las capacidades especiales del sujeto ¿Son las mismas en personas adultas que en personas en formación y con capacidad progresiva?; y 

La participación criminal ¿es igual entre personas adultas que entre NNyA, o entre personas adultas con NNyA? Por ejemplo, si se recorre un poco la especialidad práctica, se verá mu claramente que la tipicidad de banda y las dinámicas de grupalidad en la adolescencia no se llevan muy bien entre sí, pues la dogmática penal de los delitos de participación necesaria o los que incluyen bandas o grupos, no han tenido en cuenta a las personas en su formación progresiva y las dinámicas propias de estas etapas etarias.
En el aspecto subjetivo, y teniendo en cuenta sus elementos básicos como el conocimiento y la voluntad en los tipos dolosos, toda la teoría de los errores, los llamados elementos subjetivos distintos del dolo, y la previsibilidad de resultados arrojan también algunas preguntas.
¿Cómo gravita la inexperiencia propia de la edad en la observancia y/o el cumplimiento del deber de cuidado?

¿Cómo gravita la ontología de personas adultas y de NNyA en actividades complejas, de grupos o de masas, o en actividades empresariales o de corrupción orgánica, o en actividades que implican aumento de riesgos permitidos?

En materia de atenuantes, la emoción violenta de un adolescente y las circunstancias extraordinarias de atenuación en niñas/os ¿se manifiestas de igual manera que en personas adultas?
ANTIJURIDICIDAD: 
Es quizá donde menos desarrollo reconstructivo podemos vislumbrar ab initio, aunque ello no quita que pueda implicarse un desarrollo en profundidad más adelante, pues como decía antes, lo aquí esbozado es materia de estudio en el marco de mi tesis doctoral.
Aunque podemos esbozar algunas preguntas en torno a algunas causas de justificación específicas:

La Agresión en la Legítima Defensa ¿merece alguna especificidad cuando se trata de dinámicas adolescentes? 

¿Cómo se delimitan los requisitos de esa causa de justificación en contextos de maltrato infantil?
La legítima Defensa en torno a la racionalidad en el medio empleado, el exceso en casos de intensidad y recupero; la falta de provocación suficiente en sus formulaciones dogmáticas adultocéntricas ¿han tenido en cuenta las conductas y patrones conductuales durante la adolescencia?, quizá el análisis psico-social sobre todo en la incorporación y pertenencia a grupos de pares puede modificar el análisis de algunos de esos elementos ¿o no?.
CULPABILIDAD: 
En materia de culpabilidad, se ha diferenciado desde antaño entre el Derecho Penal de Acto y el de Autor, propendiendo las posturas modernas hacia el primero, incluso en nuestro país y la región se reconoce asiento constitucional-convencional. En Argentina por ejemplo arts. 18, 19 y 75.22CN, 9CADH y 14PIDCP por sólo enumerar los centrales. 
Pero en niñez se afirma desde hace mucho tiempo que el Derecho Penal Juvenil es un derecho penal de autor, porque centra su especificidad precisamente en la especialidad del sujeto sobre el que se interviene, de hecho hay una innumerable cantidad de normas jurídicas y mandatos de organismos internacionales que requieren especialidad en todos los ámbitos de intervención (por sólo ejemplificar con algunos, artículos 5.5 y 19 de la CADH, 40,2,b,ii y 40,3 de la CDN, Regla 81 de La Habana, Obs.Gral. 12 Comité CDN). 
Ahora bien ¿qué efectos tiene todo eso en torno a la responsabilidad por el hecho propio? ¿O no tiene ninguno?
La denominada co-culpabilidad en relación a la personalidad en formación ¿tiene el mismo impacto que respecto de personas adultas?
Considerando la culpabilidad por la vulnerabilidad como síntesis, el reproche del esfuerzo realizado para alcanzar la situación concreta de criminalización desde su estado de vulnerabilidad; y teniendo en cuenta las diferentes interseccionalidades en relación a la vulnerabilidad de NNyA ¿no debería tener algún impacto aquí?
En torno a la comprensión de la criminalidad y su inexigibilidad por incapacidad psíquica, error o situación reductora existe una empresa a enfrentar: es necesario deconstruir la asignación de incapacidad de delito históricamente construida en torno a la niñez (Germán Martín lo ha dicho claramente en su reciente intervención virtual disponible en https://www.youtube.com/watch?v=fgxzvxjbo4Y) incluso como fundamento para la edad mínima de responsabilidad penal (o edad de punibilidad como la llaman algunas/os) que aún es sostenida hasta nuestros días.
El mayor desarrollo en la especialidad se presenta sin dudas en relación al concepto de culpabilidad disminuida (con anclaje en los Arts. 16, 18 y 19 CN, 40,3 y 40,3a. CDN, O.G. 10/07 y O.C. 17/02. 40,3) y los mecanismos específicos para NNyA. 
En este aspecto, la progresividad en la autonomía de NNyA claramente impacta en el principio de culpabilidad por las posibilidades de comprensión del mandato normativo, la posible motivación en la norma y las posibilidades de adecuar la conducta al derecho (y sus dificultades por condicionamientos internos y externos). 
PUNIBILIDAD: 

En torno al análisis de las causas que excluyen la punibilidad, se pueden formular algunos interrogantes también:

En primer lugar, en torno a las previsiones en relación al artículo 40.3.a de la CDN y el mandato de que el Estado establezca una edad mínima por debajo de la cual no puede haber responsabilidad penal y sus implicancias. Esta cuestión de derechos humanos regulada en el máximo nivel que ontológicamente es una barrera de política criminal y no una causal de falta de comprensión o incapacidad psíquica de delito.

En el análisis de las causas excluyentes de la punibilidad, lo concerniente al Principio de Oportunidad ¿debe asimilarse al derecho penal para personas adultas o debe ser ampliado en consideración a las circunstancias personales propias de NNyA?
La remisión como instituto procesal específico, que configura una causal de no punibilidad no prevista en el derecho penal adultocéntrico ¿qué implicancias debe tener, cómo debe regularse, con cuáles alcances, etcétera?.

En torno a los regímenes de la acción penal  y de la pena, si tomamos en cuenta (sólo por el momento para no complejizar demasiado) el distinto impacto del paso del tiempo y de los condicionantes contextuales en personas adultas y en NNyA ¿podemos afirmar que deben ser iguales en el derecho penal para personas adultas que en el que denominamos específico para NNyA? ¿Qué incidencia tienen los principios de la especialidad concernientes la brevedad y revisión periódica? ¿Cómo deberían impactar sobre las causales de suspensión, interrupción y extinción de acción penal o de penas por prescripción? ¿O deberían analizarse causales nuevas aplicables sólo a NNyA?.

Como corolario, podemos afirmar también que tampoco hay un gran desarrollo dogmático específico respecto de excusas absolutorias ¿Será necesario o no?
Efectos en la Teoría de la Responsabilidad Punitiva o de las Sanciones Penales

La necesidad de reflexionar y profundizar sobre diferentes aspectos que permitan ahondar en la necesidad ¿o no? de crear una categoría propia de Responsabilidad Penal que incluya aspectos que son centrales en la especialidad como el Fundamento de la Necesidad de Sanción Penal, la construcción y determinación colectiva e interdisciplinar de la Sanción a imponer, y de la Cantidad y Calidad, como así también de mecanismos específicos e institucionalidad propia para su ejecución, etcétera.

Pueden plantearse enormes discusiones en torno a las penas y sus fines en el ámbito del Derecho Penal Específico para NNyA, incluso en torno a las escalas penales de la legislación de fondo que claramente no han sido ni previstas ni calculadas teniendo en cuenta a NNyA.
Toda la discusión en torno al concepto de Necesidad de que la pena sea privativa de la libertad, y a Regímenes diferenciados de ejecución penal, sobre lo cual no hay siquiera un marco regulatorio nacional de fondo en Argentina y tampoco en muchos otros países.
Cómo influye en el proceso de ejecución de las sanciones penales el Principio de Brevedad, pues pueden realizarse consideraciones, por ejemplo, en relación a la perforación de los mínimos penales; a la necesaria Revisión Periódica que permita modificaciones sustanciales (cuali y cuantitativas) e incluso considerar algún instituto cancelatorio de la continuación de las sanciones penales impuestas si se logra el fin determinado en el art. 40 de la CDN
Como así también lo atinente a las Medidas ¿de seguridad? para personas por debajo de la EMRP, y todo lo concerniente a Sistemas reales de Justicia Restaurativa con mecanismos reales de composición participativa de conflictos
Interdisciplinariedad
Por último, en materia de interdisciplinariedad, sin dudas en general el Sistema de Garantías (Binder, Alberto Ibíd., pp. 61) será el que implique mayor desarrollo, y en particular la Justicia Juvenil como se denomina en el ámbito internacional, o en términos coherentes con lo aquí expuesto el Derecho Procesal Penal Específico para NNyA, cuyos principios aparecerán delineados como síntesis sinérgica entre los derechos y garantías para las personas adultas y sus principios específicos para NNyA como plus. Ahora bien ¿cómo debería conformarse ese plus? Pues desde el Corpus Iuris integrado surgen algunos principios como especialidad, excepcionalidad, desjudicialización, brevedad, diversidad, flexibilidad, educativo o de responsabilidad, derecho a ser oído, reinserción social amplificado, revisión periódica, comprensibilidad, corresponsabilidad, y participación activa; e incluso profundizar sobre algunas cuestiones complejas como Juicio por Jurados y Juicio Abreviado.
Por supuesto su desarrollo excedería el marco del presente y por ello culminamos con su enunciación, pues todo lo demás está por realizarse en la tesis que aquí someramente se ha presentado. Muchas gracias.
